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EDITORIAL

La presión social
moviliza a los bancos
Junto a las iniciativas legislativas que acuerden
mañana Gobierno y PSOE, el problema de los
desahucios requiere la paralización de los procesos
y compromisos de las entidades bancarias

V ARIAS entidades bancarias, sabedoras de que todos
los dedos acusadores se dirigen hacia ellas, movieron
ayer ficha y anunciaron la suspensión temporal de las
ejecuciones hipotecarias. A la espera de la reunión de

mañana entre el Gobierno y los socialistas para atajar con ur-
gencia las situaciones más acuciantes causadas por los proce-
dimientos de desahucio, los bancos se han adelantado a las in-
tenciones esbozadas por el presidente Rajoy de plantear como
primera medida una moratoria sobre los desalojos de “las fami-
lias más vulnerables”. Determinar qué casos son excepcionales
no es baladí, ya que la pérdida de una vivienda que no se puede
pagaresensímismalaconsecuenciamásextremaalaquepue-
de verse abocada una persona. Parece evidente que ni todos los
casos son iguales ni las circunstancias que concurren pueden
eximir a todos los prestatarios embargados de las obligaciones
contraídas en su día. Si es difícil determinar de manera objetiva
qué circunstancias deben concurrir para que un hogar merez-
ca la calificación de «más vul-
nerable» resulta también
complejo evaluar los miles de
expedientes con la prontitud
requerida. Con estas salveda-
des, la reacción que ha susci-
tado el suicidio de la vecina de
Barakaldo va a permitir a mu-
chas familias que no pueden hacer frente a sus pagos hipoteca-
rios ver el horizonte con mayor sosiego. Con independencia de
las fórmulas legislativas que acuerden mañana Gobierno y
PSOE es vital la paralización temporal de los casos en curso de
manera que nadie se vea sin otra salida que la de abandonar su
hogar. Ante la dificultad legal de suspender aquellos procedi-
mientos que se encuentren en fase ejecutiva, el Ejecutivo debe-
ría obtener de las entidades bancarias un compromiso formal
para buscar soluciones pactadas, más allá de los procedimien-
tosjudicialesydecódigosvoluntaristasquenollevananinguna
parte. Desde la dación en pago hasta las viviendas de alquiler
social se deben estudiar fórmulas consensuadas que permitan
solventardeformapaulatina,conlamáximaseguridadjurídica
y con los mínimos perjuicios para el sistema financiero y para
los deudores, los problemas del impago reiterado.

APUNTES

Urgencias
rurales
La reordenación de las ur-
gencias rurales trata de ha-
cer frente a una realidad po-
liédrica. Desde el punto de
vista económico, el sistema
establecido responde a una
situaciónpretérita,quenose
justifica en términos de ratio
médico/número de atencio-
nes. Pero una vez montado
un nivel de atención equis es
muyproblemáticoelretorno
a la situación de partida más
desfavorable. Pacientes y
médicos se han acostumbra-
do a una determinada aten-
ción. Pero las disponibilida-
des han cambiado y es exigi-
ble que todas las partes
negocien para llegar a la so-
lución menos mala.

Vandalismo
en la ciudad
El Ayuntamiento de Pam-
plona destina un millón de
euros a la reparar y sustituir
mobiliario urbano destroza-
do por actos vandálicos. Son
daños provocados de forma
voluntaria que cuestan a ca-
da ciudadano una media de
cinco euros. Penoso. Pero en
unasituacióncríticacomola
actual, que el municipio gas-
teesedineroenalgoevitable
es un derroche que compete
a todos los pamploneses no
sólo a la administración. La
conciencia cívica es un pro-
blema de educación, en casa
y en la escuela, y sin ella se
seguirá tirando un dinero
que podría destinarse a co-
sas más necesarias.

Desde la dación en
pago hasta los
alquileres sociales hay
opciones al desalojo

Las elecciones catalanas
y “el derecho a decidir”
El autor recuerda que un referéndum sobre el supuesto derecho
a decidir, en el que sólo pudiera participar una fracción del pueblo
español, resulta incompatible con nuestro ordenamiento jurídico.

Javier Tajadura

L
A campaña electo-
ral catalana va a es-
tar marcada por las
reivindicaciones in-
dependentistas de
los partidos nacio-

nalistas. CIU, a través de una hábil
campaña de manipulación y tergi-
versación de la realidad (acusan-
doalosespañolesprimeroderobo
o expolio y luego de preparar una
invasión militar) ha logrado que
ya no se hable de su nefasta ges-
tión económica, de sus gastos su-
perfluos, de los escándalos de co-
rrupción que le afectan, y que todo
gire en torno a su propuesta de
convocar un referéndum sobre el
supuesto “derecho a decidir”, esto
es, la independencia o secesión de
Cataluña respecto a España. Para
aumentar la confusión, el PSC, in-
comprensiblemente,apoyaesteti-
po de referéndum, con la única
condición de que su convocatoria
se haga respetando el ordena-
miento jurídico. Los ciudadanos
del resto de España contempla-
mos con preocupación este peli-
groso escenario.

En este contexto conviene ad-
vertir, ante la pretensión de los
partidos nacionalistas de convo-
car el referéndum aunque sea ile-
galmente, que tal empeño está
condenado al más absoluto de los
fracasos. España es un Estado de
Derechoyelgobiernodelaleypre-
valece sobre el gobierno de los
hombres. SielpresidentedelaGe-
neralitat convocara un referén-
dum, el Gobierno de la Nación im-
pugnaría la convocatoria ante el
Tribunal Constitucional, y éste -de
la misma forma que ocurrió con la
consulta de Ibarretxe- lo anularía.
Y en el hipotético caso de que los
convocantes no respetaran la de-
cisión del Tribunal Constitucio-
nal, esto tendría dos consecuen-
cias. Por un lado, el Gobierno, pre-
via autorización del Senado, en
virtud del artículo 155 de la CE po-
dríaasumirelcontrolpolíticodela
Generalitat, cuyos funcionarios y
agentes quedarían a él subordina-
dos. Por otra, quienes desobede-
cieran la resolución del Tribunal

i n c u r r i -
rían en res-

ponsabili-
dad penal por el

delito de desobediencia.
La confusa posición del PSC a

favor del referéndum sólo si este
es legal, obliga a recordar que con
elmarcoconstitucionalvigentees-
to resulta imposible. En relación
con la posibilidad de convocar re-
ferendos,elartículo149.1.32,seña-
la que la autorización para cele-
brar consultas por vía de referén-
dum es una competencia
exclusiva del Estado. Y por otro, el
muy controvertido artículo 92 re-
gula el objeto y procedimiento del
referéndum consultivo: “las deci-
siones políticas de especial tras-
cendencia podrán ser sometidas a
referéndum consultivo de todos
los ciudadanos. El referéndum se-
rá convocado por el Rey, mediante
propuesta del Presidente del Go-
bierno, previamente autorizado
por el Congreso de los Diputados”.
La doctrina ha criticado esta figu-
ra, advirtiendo que la configura-
ción de un referéndum como con-
sultivoescontrarioalprincipiode-
mocrático.Endemocraciacuando
elpueblosepronuncia,decide.Por
ello,enlasdosúnicasocasionesen
que el artículo 92 ha sido utilizado
(en 1986, sobre la permanencia en
la OTAN, y en 2005 sobre la apro-
bación del Tratado Constitucional
Europeo), los presidentes Gonzá-
lez y Rodriguez Zapatero, respec-
tivamente, advirtieron que el re-
sultado de los referendos supues-
tamente consultivos, sería
vinculante para el Gobierno.

Al margen de ello, del precepto

se desprenden dos cosas.
Una evidente, que el referén-
dum sólo puede ser convoca-
do por el presidente del Go-
bierno y nunca por un presi-
dente Autonómico. Y otra,
que a veces se olvida. Ni si-
quiera el presidente del Go-
bierno podría convocar un
referéndum en una Comuni-
dad Autónoma. Y ello porque
el artículo 92 dice textual-
mente que en él deben parti-
cipar“todoslosciudadanos”y
no una parte. De ello se dedu-
ce con claridad que un refe-
réndumsobreelsupuestode-
recho a decidir, en el que sólo
pudiera participar una frac-
ción del pueblo español, re-
sulta incompatible con nues-
tro ordenamiento jurídico. Y
ello al margen de que tam-

biénloseaporqueelobjetomismo
deloquesepretendepreguntares
manifiestamente contrario a los
fundamentos del orden constitu-
cional español.

En el marco constitucional vi-
gente el referéndum propuesto es
absolutamente inviable y sólo po-
dría ser legal –tal y como pretende
el PSC- si la Constitución se refor-
maraparaincluirenellatalposibi-
lidad. Y conviene recordar a este
respectoquedetodaslasConstitu-
ciones del mundo que existen y
hanexistido,tansóloladelaUnión
Soviética (que de Constitución só-
lo tenía el nombre) recogía la posi-
bilidad de que una parte del terri-
torio se independizara. Ninguna
Constitución democrática del
mundo recoge el derecho de auto-
determinación, a decidir, a sepa-
rarse, etc. a una fracción del pue-
blo estatal. Y no lo hacen porque
todas se basan en un principio im-
plícito, el de la continuidad y per-
petuidad del Estado. Lo contrario
supondría introducir la inseguri-
dad jurídica y el caos en los ámbi-
tos jurídico-políticos internos e in-
ternacional. Finalmente, y en rela-
ción con el debate sobre la
conveniencia o no de reformar la
Constitución en sentido federal,
conviene dejar claro que el pacto
federal que da origen al federalis-
mo, y la lealtad federal que lo man-
tiene vivo es incompatible con
cualquier veleidad secesionista y
por ello mismo con ese supuesto
derecho a decidir recogido en los
programas electorales de varios
partidos. Dicho con mayor clari-
dad, el derecho a decidir y el fede-
ralismo son incompatibles.

Javier Tajadura Tejada es profesor de
Derecho Constitucional en la UPV


